
 
 
 Señor (a):  
JUEZ CIVIL MUNICIPAL (TURNO)  
Ciudad. -  
 
 
DIEGO ARMANDO SALAZAR ARIZA, mayor de edad, identificado como 
aparece al pié de mi correspondiente firma, actuando en nombre propio, por 
medio del presente escrito a Usted con todo respeto me dirijo, para impetrar 
ante ese Despacho Judicial ACCIÓN DE TUTELA, contra la 
GOBERNACION DEL ATLANTICO y La COMISION  NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL, teniendo en cuenta que con su omisión dichas entidades 

han vulnerado los derechos fundamentales al acceso a la carrera 
administrativa, debido proceso, derecho de petición y confianza legítima 
conforme a los siguientes:  
 

H E C H O S: 
 
 
PRIMERO: La COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC, a 
través del Acuerdo N.º CNSC -20191000006316 del 17 de junio  de 2019, 
estableció las reglas del concurso abierto de méritos y convoca para 
proveer definitivamente los empleos vacantes pertenecientes al Sistema 
General de Carrera Administrativa de la planta de personal de la 
GOBERNACION DEL ATLANTICO, Proceso de selección N.º 1344 de 
2019, Territorial 2019 –II.  
 
SEGUNDO: Que el accionante se inscribió en la oferta OPEC identificada 
con el No. 71531 para el cargo de CONDUCTOR MECANICO, código 482, 

Grado 20, en el cual se ofertaron dos (2) vacantes, quedando en el puesto 4 
de la lista de elegibles según Resolución N.º 8967  del 11 de noviembre de 
2021 expedida por la CNSC. 
 
TERCERO: Que, culminadas las etapas del proceso de selección, se 
expidió por la CNSC la Resolución N.º 8967  del 11 de noviembre de 2021, 
siendo publicada el 19 de noviembre de 2021, quedando en firme el 29 del 
mismo mes y año, mediante la cual conformó la lista de elegibles para 
proveer dos (2) vacantes.  
 
CUARTO: Es de resaltar que de conformidad con lo dispuesto en el 

articulo2.2.6.21 del decreto 1083 de 2015, luego de quedar en firme la lista 
de elegibles, dentro de los diez hábiles siguientes, se debía proceder con el 
nombramiento en periodo de prueba en el empleo objeto del concurso.  
 

QUINTO: Que de conformidad con lo dispuesto en el art. 2.2.5.1.7 del 
decreto 1083 de 2015, el acto administrativo de nombramiento debió 
comunicarse al interesado, indicándole que disponía de 10 días hábiles para 
manifestar su aceptación o rechazo, es decir a la  persona que conformaba 
la lista de elegibles, que se encontraba dentro  del 1 puesto y no asistió  a la 
audiencia celebrada el día 12 de enero de 2022, el cual relaciono a 
continuación:  
 

- Puesto No 1 ALEXANDER MARCELO MEJIA CARO  

 



QUINTO: Dado lo anterior y teniendo conocimiento pleno y absoluto que a 

dicha Audiencia de aceptación de cargo NO se había presentado el señor 
ALEXANDER MARCELO MEJIA CARO, quien había ocupado el 1 puesto  
en la oferta OPEC identificada con el No. 71531 para el cargo de 
CONDUCTOR MECANICO código 482, Grado 20, y más aun que en 
febrero de 2022 el señor ALEXANDER MARCELO MEJIA CARO, declino 
formalmente del cargo lo cual se puede corroborar con la respuesta de la 
GOBERNACION DEL ATLANTICO/SECRETARIA DE EDUCACION donde 
informa la no Aceptación del Cargo. De los 02 concursantes seleccionados 
de la lista de elegible para el cargo de Conductor Mecánico Código 482 

Grado 20, el participante que ocupo el puesto (1 ALEXANDER MARCELO 
MEJIA CARO)  desistió del nombramiento. Por lo anterior, del participante 

que renunciò al cargo, se realizó el cargue de lo señalado en la Plataforma 
SIMO 4.0 y se solicitó a la Comisión Nacional del Servicio Civil, el uso de la 
lista de elegible, del cual se evidencia que el siguiente en la lista es el 

peticionario  y que el siguiente en el orden de la lista de meritos establecida 
en la Resolución No. 8967 del 11 de noviembre de 2021 le correspondía al 
señor MARCOS JULIO SIERRA ACEVEDO, y este ante la dilatación para 
nombrarlo en periodo de Prueba en el cargo por parte de la 
GOBERNACION DEL ATLANTICO/SECRETARIA DE EDUCACION 
instauró una Acción de tutela en contra de la misma y contra la CNSC la 
cual fue Radicada en el  Juzgado Quinto Penal del Circuito Con Funciones 

de Conocimiento de Barranquilla con  RADICACIÓN Nª 080013109-005-2022-

00049-00, resolviéndose de forma favorable en  SENTENCIA DE TUTELA 

DE PRIMERA INSTANCIA y ordenando al representante legal de la 

Gobernación del Atlántico, o quien haga sus veces, que dentro de las 48 
horas siguientes al recibimiento de la autorización respectiva de la CNSC 
para la utilización de la lista de elegibles, nombre y posesione en período de 
prueba al señor MARCOS JULIO SIERRA ACEVEDO quien ocupaba  la 
posición No. 3 en la lista de Elegibles, en el empleo identificado con código 
OPEC No 71531, denominado conductor mecánico, código 482, grado 20.  
Finalmente en cumplimiento de la tutela el señor MARCOS JULIO SIERRA 
ACEVEDO fue nombrado en Periodo de Prueba como era lo legal por parte 
de la GOBERNACION DEL ATLANTICO/SECRETARIA DE EDUCACION a 
través de la RESOLUCION No.2153 del 22 de julio de 2022.  
 
SEXTO: Analizando y tomando de base todo el proceso llevado por el señor  
MARCOS JULIO SIERRA ACEVEDO, y agotados las dos vacantes de la 
oferta OPEC identificada con el No. 71531 para el cargo de CONDUCTOR 
MECANICO, código 482, Grado 20, en el cual se ofertaron dos (2) vacantes 
y encontrándome en la posición meritoria No. 4, ( pero que realmente es la 
3 por la No aceptación y por el ascenso en la lista de elegibles vigente, del 
señor ALEXANDER MARCELO MEJIA CARO) seguía con expectativas de 
ser nombrado en un cargo que apareciera por cualquier novedad y que me 
permitiera ascender en el orden se lista y poder ser nombrado. 
 
SEPTIMO El día 21 de abril de 2022 fallece el señor LIBARDO ANTONIO 
AVILA PEÑA quien ocupaba el cargo de CONDUCTOR MECANICO 
Código 482, Grado 20, por lo que la GOBERNACION DEL 
ATLANTICO/SECRETARIA DE EDUCACION a través de la Resolución 
No.1447 del 13 de mayo de 2022 declara la vacancia definitiva del cargo 
CONDUCTOR MECANICO, código 482, Grado 20,  
 
 
 



 
 
 
OCTAVO: Ante esta situación del lamentable fallecimiento del señor 
LIBARDO ANTONIO AVILA PEÑA quien ocupaba el cargo de 
CONDUCTOR MECANICO Código 482, Grado 20, solicite a la 
SECRETARIA DE EDUCACION  a través de un Derecho de petición con 
fecha 22 de agosto de 2022, lo siguiente: 
 

1. Sírvase  certificarme si el cargo que ocupaba el señor LIBARDO 
ANTONIO AVILA PEÑA, identificado con la C.C. No. 3.757.713 
expedida en Sabanalarga (QEPD) era de CONDUCTOR MECANICO 
Código 482, Grado 20.  

 

2. Sírvase  certificarme si el cargo que ocupaba el señor LIBARDO 
ANTONIO AVILA PEÑA, identificado con la C.C. No. 3.757.713 
expedida en Sabanalarga (QEPD) estaba asignado a la Institución 
Educativa AMBROSIO PLAZA (Antiguamente CASD) en la ciudad de 
Sabanalarga Atlántico. 

 

3. Sírvase  certificarme si la Secretaria de Educación del Atlántico tiene a 
la fecha tiene oficialmente conocimiento que el señor LIBARDO 
ANTONIO AVILA PEÑA, identificado con la C.C. No. 3.757.713 

expedida en Sabanalarga falleció el día 21 de abril de 2022. 
 

4. Sírvase  certificarme si la Secretaria de Educación del Atlántico a través 

del aplicativo dispuesto para tal fin por la COMISION NACIONAL DEL 

SERVICIO CIVIL solicito autorización para el uso de la lista de elegibles, 

teniendo en cuenta que el señor  LIBARDO ANTONIO AVILA PEÑA, 

identificado con la C.C. No. 3.757.713 expedida en Sabanalarga falleció 

el día 21 de abril de 2022. como lo establece la  Ley 909 de 2004 

Articulo 41Literal  m) Por muerte. 

5. Sírvase darme un pantallazo del trámite de dicha solicitud ante la CNSC. 
 

 
 
NOVENO: Respuesta emitida por parte de la GOBERNACION DEL 
ATLANTICO/SECRETARIA DE EDUCACION de fecha 5 de septiembre por 
parte se la funcionaria SOFIA HERRERA MORENO, la cual No fue de 

Fondo a lo solicitado por mi parte a la GOBERNACION DEL 
ATLANTICO/SECRETARIA DE EDUCACION: 
 
 
Asunto: Derecho de petición 
 
Acuso recibido, en atención al asunto de referencia, le informamos que el cargo que 
ocupaba el señor Libardo Antonio Avila Pena, identificado con cédula de ciudadania 
No 3.757.713 laboraba en el cargo de Conductor mecánico código 482 grado 20 en 
el IE Jose Agustin Blanco Barros ubicadas en el municipio de Sabanalarga. por 
motivo de su fallecimiento, la secretaria de educación, mediante resolución # 1447 
del 13 de Mayo de 2022, hizo efectiva la desvinculación de la planta de personal. 
 
En cuanto al uso de listas, esta se solicitan ante la comisión nacional del servicio 
civil en la medida en que surge una necesidad. Hasta el momento, en el caso del 
cargo con numero OPEC 71531 las ultimas solicitudes se han hecho mediante los 
oficios 0582 del 03 de agosto y 0645 del 25 de agosto por situaciones 
administrativas que se han presentado con la señora Nadyn Reyes Sarmiento, quien 
actualmente ocupa el segundo lugar en la lista de elegibles. 



 
 
.  

 
DECIMO: Teniendo en cuenta la respuesta de la Secretaria de Educación 
Departamental Por comunicación  escrita, la  OPEC identificada con el No. 
71531 para el cargo de CONDUCTOR MECANICO, código 482, Grado 20,  
se pudo establecer que la persona que no asistió a la audiencia celebrada el 
día 12 de enero de 2022 en este caso concreto el señor ALEXANDER 
MARCELO MEJIA CARO y no acepto el cargo en el cual fue designado, lo 

cual se puede corroborar con la respuesta de la SED, en la cual comunica la 
Secretaria de Educación del Departamento del Atlántico, informa la no 
Aceptación del Cargo. De los 02 concursantes seleccionados de la lista de 

elegible para el cargo de Conductor Mecánico Código 482 Grado 20, el 
participante que ocupo el puesto 1, desistió del nombramiento. 
Por lo anterior, del participante que renunciò al cargo, se realizó el cargue de 
lo señalado en la Plataforma SIMO 4.0 y se solicitó a la Comisión Nacional 
del Servicio Civil, el uso de la lista de elegible, del cual se evidencia que el 

siguiente en la lista es el peticionario en este caso concreto MARCOS JULIO 
SIERRA ACEVEDO 

 

 
DÉCIMO PRIMERO: Corolario de lo anterior, vencido los términos para la 

aceptación de cargo de que trata el art. 2.2.5.1.7 del decreto 1083 de 2015, 

sin la correspondiente aceptación o presentada la renuencia a la aceptación 

del cargo, como es el caso del señor ALEXANDER MARCELO MEJIA 

CARO lo procedente es la derogatoria del nombramiento, de conformidad 

con lo dispuesto en el numeral primero del art. 2.2.5.1.12 del decreto 1083 

de 2015, debiendo proceder con el nombramiento de quien siga en la lista 

de elegibles.  

DÉCIMO SEGUNDO: Como quiera que en la actualidad  se ha dado 
continuidad al proceso con la derogatoria del nombramiento realizado a la 
persona que no asistió a la audiencia de asignación de plazas celebrada el 
día 12 de enero de 2022, como fue el caso del señor ALEXANDER 
MARCELO MEJIA CARO se procedió por vía de tutela a realizar una nueva 

asignación de plaza y correspondiéndole el nombramiento del señor 
MARCOS JULIO SIERRA ACEVEDO la persona que seguía en lista de 
elegibles, (que cabe resaltar que solo fue a través de tutela que este  logro 
el nombramiento). Teniendo en cuenta lo preceptuado en la Ley 1960 del 27 
de junio de 2019 en su: 
 

ARTÍCULO  6. El numeral 4 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, quedará así: 

  

“ARTÍCULO 31. El proceso de selección comprende: 

 1. (…) 

 2 (…) 

 3 (…) 

 4. Con los resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la 
entidad contratada por delegación de aquella elaborará en estricto orden de mérito 
la lista de elegibles que tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en 



estricto orden de méritos se cubrirán las vacantes para las cuales se efectuó el 
concurso y las vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que 
surjan con posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma Entidad. 

es el caso indicar que dicha omisión vulnera mis derechos fundamentales al 
acceso a la carrera administrativa por meritocracia, debido proceso y 
confianza legítima por parte de la GOBERNACION DEL 
ATLANTICO/SECRETARIA DE EDUCACION y la CNSC. 
 
DÉCIMO SEGUNDO: Señor juez la GOBERNACION DEL 
ATLANTICO/SECRETARIA DE EDUCACION y la COMISION NACIONAL 
DEL SERVICIO CIVIL no pueden seguir dilatando y violando el debido 
proceso al no hacer los trámites oportunos, necesarios y legales  para hacer  
uso de la lista de elegibles y más aun cuando esta lista tiene una vigencia 
de dos años contados a partir de su fecha de expedición. Resulta costoso 
que ciudadanos como yo debamos acudir y asesorarnos en profesionales 
para defender nuestros derechos adquiridos por la negligencia de los entes, 
cabe resaltar que la mayoría de los nombramientos en esta convocatoria 
han sido logrados y amparados por fallos de tutelas interpuestos y no de 
oficio como es el deber ser. 
 

 
PROCEDENCIA 

En cuanto a la procedencia de la presente acción de tutela ha expresado la 
Honorable Corte Constitucional en sentencias tales como la T-340 DE 2020 
que:  
“(…) desde una perspectiva general, la Corte ha sostenido que, pese a la 
existencia de las vías de reclamación en lo contencioso administrativo, 
existen dos hipótesis que permiten la procedencia excepcional de la acción 
de tutela. La primera, se presenta cuando existe el riesgo de ocurrencia de 
un perjuicio irremediable, causal que tiene plena legitimación a partir del 
contenido mismo del artículo 86 del Texto Superior y, por virtud de la cual, 
se le ha reconocido su carácter de mecanismo subsidiario de defensa 
judicial. Y, la segunda, cuando el medio existente no brinda los elementos 
pertinentes de idoneidad y eficacia para resolver la controversia, a partir de 
la naturaleza de la disputa, de los hechos del caso y de su impacto respecto 
de derechos o garantías constitucionales.  
Sobre esta última, en la Sentencia T-059 de 2019[, en el marco de un 
concurso de méritos, la Corte manifestó que:  
“Las acciones de tutelas que se interponen en contra de los actos 

administrativos que se profieren en el marco de concursos de méritos, por 

regla general, son improcedentes, en tanto que existe la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso 

administrativo y, en el marco de ésta, la posibilidad de solicitar medidas 

cautelares. Sin embargo, al juez constitucional le corresponde, establecer si 

esas medidas de defensa existentes en el ordenamiento jurídico son 

ineficaces, atendiendo a las particularidades del caso en concreto puesto en 

su conocimiento. (…)”  

“Particularmente, cuando se trata de concursos de méritos, la jurisprudencia 
ha sido consistente en afirmar que los medios de defensa existentes ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo no siempre son eficaces, en 
concreto, para resolver el problema jurídico planteado, pues generalmente 
implica someter a ciudadanos que se presentaron a un sistema de selección 
que se basa en el mérito a eventualidades, tales como que (i) la lista de 
elegibles en la que ocuparon el primer lugar pierda vigencia de manera 
pronta o, (ii) se termine el período del cargo para el cual concursaron, 



cuando éste tiene un periodo fijo determinado en la Constitución o en la ley. 
En ese sentido, la orden del proceso de nulidad y restablecimiento del 
derecho no estaría relacionada con la efectividad del derecho al acceso de  
cargos públicos, sino que implicaría una compensación económica,  
 
 
Situación que[,] a todas luces, no implica el ejercicio de la labor que se 
buscaba desempeñar y significa consolidar el derecho de otra persona que, 
de acuerdo con el mérito, no es quien debería estar desempeñando ese 
cargo en específico. (…)”  
“Por último, es importante poner de presente que, pese a que se podría 
sostener que la pretensión de la acción de tutela, se podría satisfacer 
mediante la solicitud de medidas cautelares, lo cierto es que en el fondo se 
plantea una tensión que involucra el principio de mérito como garantía de 
acceso a la función pública y ello, a todas luces, trasciende de un ámbito 
administrativo y se convierte en un asunto de carácter constitucional, que 
torna necesaria una decisión pronta, eficaz y que garantice la protección de 
los derechos fundamentales. // Lo anterior, en la medida en que tal y como 
se estableció en las Sentencias C-645 de 2017, C-588 de 2009, C-553 de 
2010, C-249 de 2012 y SU-539 de 2012, el mérito es un principio fundante 
del Estado colombiano y del actual modelo democrático, en la medida en 
que tiene un triple fundamento histórico, conceptual y teleológico. En efecto, 
el principio del mérito se estableció en el ordenamiento jurídico con la 
finalidad de proscribir las prácticas clientelistas, para garantizar un medio 
objetivo de acceso, permanencia y retiro del servicio público y, por último, 
para hacer efectivos otros derechos que encuentran garantía plena a través 
de éste, al tiempo que se materializan los principios de la función 
administrativa, previstos en el artículo 209 de la Constitución. (…)”.  
En el marco específico de las medidas cautelares, la Corte también ha dicho 
que el juez de tutela tiene la facultad de proteger los derechos 
fundamentales como objetivo prioritario de acción, y ello lo hace de forma 
inmediata y con medidas más amplías; y, además, precisó que, aunque se 
debe revisar dicha herramienta al hacer el estudio de subsidiariedad, lo 
cierto es que existen importantes diferencias entre la medida cautelar y la 
acción de tutela, las cuales pueden resumirse así:  
“(i) es necesario seguir y ajustarse al procedimiento descrito en la norma y 
acudir mediante abogado debidamente acreditado, situación que no ocurre 
con la acción de tutela, como quiera que este es un instrumento que puede 
ser usado de manera personal por el titular de los derechos vulnerados, sin 
necesidad de seguir una forma preestablecida, (ii) por regla general, para 
que una medida cautelar sea decretada, es imperativo prestar caución para 
asegurar los posibles perjuicios que con ésta se puedan causar y, (iii) la 
suspensión de los actos que causen la vulneración de los derechos no es 
de carácter definitivo, puesto que estas herramientas son transitorias y, en 
esa medida, la orden final está sometida a las características propias de 
cada juicio, en contraposición con la protección que brinda el amparo 
constitucional, que en principio, es inmediato y definitivo.”  
En este orden de ideas, se concluye que la acción de tutela es procedente 

por vía de excepción para cuestionar actos administrativos dictados en 

desarrollo de un concurso de méritos, y que, más allá de la causal del 

perjuicio irremediable, cabe examinar la eficacia en concreto del medio 

existente y de la viabilidad sumaria de las medidas cautelares, teniendo en 

cuenta, como ya se dijo, la naturaleza de la disputa, los hechos del caso y 

su impacto respecto de derechos, principios o garantías constitucionales, 

siendo, prevalente, en este escenario, la protección del mérito como 



principio fundante del Estado colombiano y del actual modelo democrático, 

como lo señaló expresamente Sentencia T-059 de 2019” 

 
 
 
De lo anterior tenemos que la presente Acción Constitucional se torna como un medio eficaz 
para la protección de los derechos sobre los cuales se solicita protección, resultando acertada 
su procedencia.  

 
3.5. El principio constitucional del mérito como principio rector del 
acceso al empleo público  
3.5.1. El artículo 125 de la Constitución Política elevó a un rango superior el 
principio de mérito como criterio predominante para la designación y 
promoción de servidores públicos. Así, consagró como regla general que los 
empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera y que el 
ingreso a ella se hará mediante concurso público. Con esta norma el 
constituyente hizo explícita la prohibición de que factores distintos al mérito 
pudiesen determinar el ingreso y la permanencia en la carrera 
administrativa.  
 
Según lo ha explicado esta Corporación, la constitucionalización de este 
principio busca tres propósitos fundamentales. El primero de ellos es 
asegurar el cumplimiento de los fines estatales y de la función administrativa 
previstos en los artículos 2 y 209 Superiores. En este sentido, se ha dicho 
que la prestación del servicio público por personas calificadas se traduce en 
eficacia y eficiencia de dicha actividad. Además, el mérito como criterio de 
selección provee de imparcialidad a la función pública.  
El segundo es materializar distintos derechos de la ciudadanía. Por ejemplo, 
el derecho de acceder al desempeño de funciones y cargos públicos; el 
debido proceso, visto desde la fijación de reglas y criterios de selección 
objetivos y transparentes previamente conocidos por los aspirantes; y el 
derecho al trabajo, ya que una vez un servidor público adquiere derechos de 
carrera, solo la falta de mérito puede ser causal para su remoción.  
El tercer y último propósito perseguido por el artículo 125 Superior, es la 
igualdad de trato y oportunidades, ya que, con el establecimiento de 
concursos públicos, en los que el mérito es el criterio determinante para 
acceder a un cargo, cualquier persona puede participar, sin que dentro de 
este esquema se toleren tratos diferenciados injustificados, así como la 
arbitrariedad del nominador. Concretamente, la Corte ha sostenido que el 
principio de mérito “constituye plena garantía que desarrolla el principio a la 
igualdad, en la medida en que contribuye a depurar las prácticas 
clientelistas o políticas en cuanto hace al nombramiento de los servidores 
públicos o cuando fuese necesario el ascenso o remoción de los mismos, lo 
que les permite brindarles protección y trato sin discriminación de sexo, 
raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 
filosófica.”.  
3.5.2. El principio del mérito se concreta principalmente en la creación de 
sistemas de carrera y en el acceso a cargos públicos mediante la 
realización de concursos. Este último corresponde a los procesos en los que 
a través de criterios objetivos se busca determinar la idoneidad, capacidad y 
aptitud de los aspirantes para ocupar un cargo, teniendo en cuenta la 
categoría del empleo y las necesidades de la entidad. De suerte que, las 
etapas y pruebas en cada convocatoria deben estar dirigidas a identificar las 
cualidades, calidades y competencias de los candidatos, para, con dichos 
resultados, designar a quien mayor mérito tiene para ocupar el cargo.  
 



Respecto de la función del concurso público como garantía de cumplimiento 
del mérito, en la Sentencia C-588 de 2009, en la cual se declaró inexequible 
el Acto Legislativo 01 de 2008, “por medio del cual se adiciona el artículo 
125 de la Constitución Política”, esta Corporación afirmó que:  

 
 
"Estrechamente vinculado al mérito se encuentra el concurso público, pues 
el Constituyente lo previó como un mecanismo para establecer el mérito y 
evitar que criterios diferentes a él sean los factores determinantes del 
ingreso, la permanencia y el ascenso en carrera administrativa. Así pues, el 
sistema de concurso ‘como regla general regula el ingreso y el ascenso’ 
dentro de la carrera y, por ello, ‘el proceso de selección entero se dirige a 
comprobar las calidades académicas, la experiencia y las competencias 
requeridas para el desempeño de los empleos’, pues sólo de esta manera 
se da cumplimiento al precepto superior conforme al cual ‘el ingreso a los 
cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento 
de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y 
calidades de los aspirantes’.  

El concurso es así un instrumento que garantiza la selección fundada en la 

evaluación y la determinación de la capacidad e idoneidad del aspirante 

para desempeñar las funciones y asumir las responsabilidades propias de 

un cargo, e impide que prevalezca la arbitrariedad del nominador y que, en 

lugar del mérito, favorezca criterios ‘subjetivos e irrazonables, tales como la 

filiación política del 

3.5.3. En desarrollo del mandato constitucional expuesto, el legislador 
expidió la Ley 909 de 2004, entre otras, para regular el ingreso y ascenso a 
los empleos de carrera. El artículo 27 de esta ley definió la carrera 
administrativa como “un sistema técnico de administración de personal que 
tiene por objeto garantizar la eficiencia de la administración pública y 
ofrecer; estabilidad e igualdad de oportunidades para el acceso y el ascenso 
al servicio público”. Asimismo, estableció que, para lograr ese objetivo, el 
ingreso, permanencia y ascenso en estos empleos se hará exclusivamente 
por mérito, a través de procesos de selección en los que se garantice la 
transparencia y objetividad. Dentro de este contexto, el artículo 28 enlistó y 
definió los principios que deberán orientar la ejecución de dichos procesos, 
entre los que se encuentran: el mérito, la libre concurrencia e igualdad en el 
ingreso, la publicidad, la transparencia, la eficacia y la eficiencia.  
En la mencionada ley se dispuso que la Comisión Nacional del Servicio Civil 
es el ente encargado de la administración y vigilancia de las carreras, 
excepto aquellas que tengan carácter constitucional especial y que esta 
entidad también es la encargada de realizar los procesos de selección para 
la provisión definitiva de los empleos públicos de carrera administrativa.  
 

Así pues, en la Ley 909 de 2004 se establecieron las etapas del proceso de 

selección o concurso, en los siguientes términos: La primera de ellas es la 

convocatoria, que debe ser suscrita por la CNSC y por el jefe de la entidad u 

organismo cuyas necesidades de personal se pretenden satisfacer, y que se 

convierte en el acto administrativo que regula todo el concurso. La segunda, 

es el reclutamiento, que tiene como objetivo atraer e inscribir a los 

aspirantes que cumplan con los requisitos para el desempeño del empleo 

convocado. La tercera, la constituyen las pruebas, cuyo fin es identificar la 

capacidad, aptitud, idoneidad y adecuación de los participantes y establecer 

una clasificación de candidatos. La cuarta, es la elaboración de la lista de 

elegibles, por estricto orden de mérito, la cual tendrá una vigencia de dos 



años y con la cual se cubrirán las vacantes. La quinta y última etapa, es el 

nombramiento en período de prueba de la persona que haya sido 

seleccionada por el concurso. 

Con posterioridad, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1227 de 2005, 
que reguló parcialmente la Ley 909 de 2004. El artículo 7, modificado por el 
Decreto 1894 de 2012, estableció el orden para la provisión definitiva de los 
empleos de carrera. En el parágrafo 1 de este artículo se dispuso que: “Una 
vez provistos en período de prueba los empleos convocados a concurso con 
las listas de elegibles elaboradas como resultado de los procesos de 
selección, tales listas, durante su vigencia, sólo podrán ser utilizadas para 
proveer de manera específica las vacancias definitivas que se generen en 
los mismos empleos inicialmente provistos, con ocasión de la configuración 
para su titular de alguna de las causales de retiro del servicio consagradas 
en el artículo 41 de la Ley 909 de 2004".  
3.5.4. En vigencia de estas normas, la Corte se pronunció varias veces 
sobre el problema jurídico sometido en esta ocasión a consideración de la 
Sala, esto es, la posibilidad de que una lista de elegibles fuera usada para 
proveer cargos de vacantes definitivas que no fueron convocadas 
inicialmente a concurso.  
Sobre el particular, en la Sentencia SU-913 de 2009 estableció que una lista 
de elegibles genera en las personas un derecho de carácter subjetivo a ser 
nombradas en el cargo para el cual concursaron, cuando este quede 
vacante o esté siendo desempeñado por un funcionario en encargo o 
provisionalidad, de manera que la consolidación del derecho “se encuentra 
indisolublemente determinado por el lugar que se ocupó dentro de la lista y 
el número de plazas o vacantes a proveer”, razón por la cual, las listas de 

elegibles, una vez publicadas y en firme, son inmodificables.  
Posteriormente, en la Sentencia SU-446 de 2011 estudió el caso de algunos 
integrantes de listas de elegibles para ocupar cargos en la Fiscalía General 
de la Nación, que reclamaban ser nombrados en cargos no convocados 
inicialmente. En esta decisión se negaron las pretensiones de los 
accionantes, con fundamento en que el propósito de la lista de elegibles es 
que se provean las vacantes para los cuales se realizó el concurso, por lo 
que durante su vigencia solo puede ser usada para ocupar los empleos que 
queden vacantes en los cargos convocados y no en otros. Al respecto, en la 
referida sentencia se señaló que:  
"Cuando esta Corporación afirma que la lista o registro de elegibles tiene 
por vocación servir para que se provean las vacantes que se presenten 
durante su vigencia, se está refiriendo a los cargos objeto de la convocatoria 
y no a otros, pese a que estos últimos puedan tener la misma naturaleza e 
identidad de los ofrecidos. En otros términos, el acto administrativo en 
análisis tiene la finalidad de servir de soporte para la provisión de los 
empleos que fueron objeto de concurso y no de otros. En consecuencia, si 
en vigencia de la lista se presenta una vacante, ésta se podrá proveer con 
ella si la plaza vacante fue expresamente objeto de la convocatoria que le 
dio origen. Los cargos que se encuentren por fuera de ésta, requerirán de 
un concurso nuevo para su provisión.  
Fuerza concluir, entonces, que el uso del registro o lista de elegibles se 
impone sólo para proveer las vacantes y los cargos en provisionalidad que 
registre la entidad durante su vigencia, siempre y cuando se trate de las 
plazas ofertadas en el respectivo concurso."  
Esta postura fue reiterada en la Sentencia T-654 de 2011, al decidir sobre 
las pretensiones de una concursante que ocupó un lugar en la lista de 
elegibles que superaba el número de vacantes convocadas, pero que 
solicitó su nombramiento en un cargo equivalente que fue creado con 
posterioridad a la convocatoria.  



 
 
 
 
3.6. Ley 1960 de 2019 y su aplicación en el tiempo  
3.6.1. El 27 de junio de 2019, el Congreso de la República expidió la Ley 
1960 de 2019, "Por el cual se modifican la Ley 909 de 2004, el Decreto Ley 
1567 de 1998 y se dictan otras disposiciones". En ella se alteraron figuras 

como el encargo, se dispuso la profesionalización del servicio público, se 
reguló la movilidad horizontal en el servicio público y, en particular, respecto 
de los concursos de méritos, se hicieron dos cambios a la Ley 909 de 2004. 
El primero de ellos consistió en la creación de los concursos de ascenso, 
para permitir la movilidad a cargos superiores de funcionarios de carrera 
dentro de la entidad, así, en la referida ley, se establecieron unas reglas 
puntuales para la procedencia de estos concursos y se dispuso que la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, en los seis meses siguientes contados 
a partir de su expedición, debía determinar el procedimiento para que las 
entidades y organismos reportaran la OPEC, para viabilizar el referido 
concurso.  
El segundo cambio consistió en la modificación del artículo 31 de la Ley 909 
de 2004, en el sentido de establecer que, como se mencionó con 
anterioridad,  con las listas de elegibles vigentes se cubrirían no solo las 
vacantes para las cuales se realizó el concurso, sino también aquellas 
“vacantes definitivas de cargos equivalentes no convocados, que surjan con 
posterioridad a la convocatoria de concurso en la misma entidad”. Por 

último, la normativa en comento dispuso que su vigencia se daría a partir de 
la fecha de publicación.  
Como se aprecia, el cambio incluido en el artículo 6 de la Ley 1960 de 2019, 
comporta una variación en las reglas de los concursos de méritos, 
particularmente en relación con la utilización de las listas de elegibles. Así, 
la normativa anterior y la jurisprudencia de esta Corporación sobre el tema, 
partían de la premisa de que la norma establecía que las listas de elegibles 
únicamente podrían usarse para los cargos convocados y no otros, a pesar 
de que con posterioridad a la convocatoria se generaran nuevas vacantes 
definitivas. Con ocasión de la referida modificación, esta Sala deberá definir 
la aplicación en el tiempo de dicha norma, comoquiera que, su uso, en el 
caso concreto, prima facie, proveería un resultado distinto de aquel que 
podía darse antes de su expedición, no solo debido al cambio normativo, 
sino también a la consecuente inaplicabilidad del precedente señalado de la 
Corte respecto del uso de la lista de elegibles, ya que la normativa en la 
cual se insertaron esos pronunciamientos varió sustancialmente.  
3.6.2. Previo a realizar este análisis, es preciso recordar que en otras 
ocasiones el legislador ha establecido, para casos concretos, que las listas 
de elegibles deben ser usadas para proveer los cargos convocados, así 
como aquellas vacantes de grado igual, correspondientes a la misma 
denominación. Este es el caso de la Ley 201 de 1995, que, para el caso de 
la Defensoría del Pueblo, estableció la aplicabilidad de dicha regla. Esta ley 
fue demandada en ejercicio de la acción pública de constitucionalidad y en 
la Sentencia C-319 de 2010 se decidió su exequibilidad. Uno de los 
argumentos que explican la validez de la referida norma es que con ella se 
logran los principios de la función pública, particularmente los de economía, 
eficiencia y eficacia, en tanto permite hacer más eficiente el uso del talento 
humano y de los recursos públicos, ambos escasos para el caso de la 
Defensoría del Pueblo. Es innegable que la obligación de uso de listas de 
elegibles vigentes para proveer cargos de igual denominación pero no 
convocados, en el contexto expuesto, busca garantizar el mérito como 
criterio exclusivo de acceso a cargos públicos, ya que únicamente se podrá 



nombrar en las vacantes a las personas que hayan superado todas las 
etapas de la convocatoria y, además, sean los siguientes en orden de la 
lista, después de haberse nombrado a las personas que ocuparon los 
primeros lugares para proveer los cargos ofertados. Adicionalmente, ello 
permite un uso eficiente de los recursos públicos y del recurso humano, con 
lo cual se garantiza la plena vigencia los principios que rigen la función 
administrativa.  
3.6.3. Ahora bien, en lo que respecta a la aplicación del artículo 6 la Ley 
1960 de 2019 a las listas de elegibles conformadas por la Comisión 
Nacional del Servicio Civil y a aquellas que se expidan dentro de los 
procesos de selección aprobados antes del 27 de junio de 2019, sea lo 
primero advertir que, por regla general, esta disposición surte efectos sobre 
situaciones que acontecen con posterioridad a su vigencia. Sin embargo, el 
ordenamiento jurídico reconoce circunstancias que, por vía de excepción, 
pueden variar esta regla general dando lugar a una aplicación retroactiva, 
ultractiva o retrospectiva de la norma, por lo que se deberá definir si hay 
lugar a la aplicación de alguno de dichos fenómenos, respecto de la 
mencionada ley.  
El primero de estos fenómenos, esto es, la retroactividad, se configura 
cuando la norma expresamente permite su aplicación a situaciones de 
hecho ya consolidadas. Por regla general está prohibido que una ley regule 
situaciones jurídicas del pasado que ya se han definido o consolidado, en 
respeto de los principios de seguridad jurídica y buena fe[50], así como del 
derecho de propiedad.  
Por otro lado, el fenómeno de la ultractividad consiste en que una norma 
sigue produciendo efectos jurídicos después de su derogatoria, es decir “se 
emplea la regla anterior para la protección de derechos adquiridos y 
expectativas legítimas de quienes desempeñaron ciertas conductas durante 
la vigencia de la norma derogada, no obstante existir una nueva que 
debería regir las situaciones que se configuren durante su período de 
eficacia por el principio de aplicación inmediata anteriormente 
expuesto”[51].  

 
Ninguno de los anteriores efectos de la ley en el tiempo se aplica en el caso 
sub-judice. El último fenómeno, que por sus características es el que podría 
ser utilizado en el caso concreto, es el de la retrospectividad, que ocurre 

cuando se aplica una norma a una situación de hecho que ocurrió con 
anterioridad a su entrada en vigencia, pero que nunca consolidó la situación 
jurídica que de ella se deriva, “pues sus efectos siguieron vigentes o no 
encontraron mecanismo alguno que permita su resolución en forma 
definitiva”[52]. Este fenómeno se presenta cuando la norma regula 
situaciones jurídicas que están en curso al momento de su entrada en 
vigencia.  
Para el caso de la modificación introducida al artículo 31 de la Ley 909 de 
2004 por la Ley 1960 de 2019, se tiene que la situación de hecho respecto 
de la cual cabe hacer el análisis para determinar si hay o no una situación 
jurídica consolidada es la inclusión en la lista de elegibles. De esta forma, 
deberá diferenciarse, por un lado, la situación de quienes ocuparon los 
lugares equivalentes al número de vacantes convocadas y que, en virtud de 
ello tienen derecho a ser nombrados en los cargos convocados y, por el 
otro, la situación de aquellas personas que, estando en la lista de elegibles, 
su lugar en ellas excedía el número de plazas convocadas.  
 
Como fue planteado en el capítulo anterior, la consolidación del derecho de 
quienes conforman una lista de elegibles “se encuentra indisolublemente 
determinado por el lugar que se ocupó dentro de la lista y el número de 
plazas o vacantes a proveer. Así las cosas, las personas que ocuparon los  



lugares equivalentes al número de vacantes convocadas tienen un derecho 
subjetivo y adquirido a ser nombrados en período de prueba en el cargo 
para el cual concursaron, de suerte que respecto de ellos existe una 
situación jurídica consolidada que impide la aplicación de una nueva ley que 
afecte o altere dicha condición. Sin embargo, no ocurre lo mismo respecto 
de quienes ocuparon un lugar en la lista que excedía el número de vacantes 
a proveer, por cuanto estos aspirantes únicamente tienen una expectativa 
de ser nombrados, cuando quiera que, quienes los antecedan en la lista, se 
encuentren en alguna de las causales de retiro contenidas en el artículo 41 
de la Ley 909 de 2004.  
 

Para la Sala, el cambio normativo surgido con ocasión de la expedición de 
la Ley 1960 de 2019, regula la situación jurídica no consolidada de las 
personas que ocupaban un lugar en una lista de elegibles vigente que 
excedía el número de vacantes ofertadas, por lo que las entidades u 
organismos que llevaron a cabo los concursos deberán hacer uso de estas, 
en estricto orden de méritos, para cubrir las vacantes definitivas en los 
términos expuestos en la referida ley. Lo anterior no implica que 
automáticamente se cree el derecho de quienes hacen parte de una lista de 
elegibles a ser nombrados, pues la GOBERNACION DEL 
ATLANTICO/SECRETARIA DE EDUCACION  y la CNSC deberán verificar, 
entre otras, que se den los supuestos que permiten el uso de una 
determinada lista de elegibles, esto es, el número de vacantes a proveer y 
el lugar ocupado en ella, además de que la entidad nominadora deberá 
adelantar los trámites administrativos, presupuestales y financieros a que 
haya lugar para su uso.  
Por último, se aclara que en este caso no se está haciendo una aplicación 
retroactiva de la norma respecto de los potenciales aspirantes que podrían 
presentarse a los concursos públicos de méritos para acceder a los cargos 
que ahora serán provistos con las listas de elegibles vigentes en aplicación 
de la nueva ley. En efecto, tanto la situación de quienes tienen derechos 
adquiridos como de quienes aún no han consolidado derecho alguno, están 
reservadas para las personas que conformaron las listas de elegibles 
vigentes al momento de expedición de la ley, de manera que el resto de la 
sociedad está sujeta a los cambios que pueda introducir la ley en cualquier 
tiempo, por cuanto, en esas personas indeterminadas no existe una 
situación jurídica consolidada ni en curso.  
3.6.4. Respecto de la aplicación de la Ley 1960 de 2019 para del uso de las 
listas de elegibles expedidas con anterioridad al 27 de junio del año en cita, 
la Comisión Nacional del Servicio Civil expidió un criterio unificado el 1° de 
agosto de 2019, en el que, de manera enfática, estableció que la 
modificación establecida en dicha ley únicamente sería aplicable a los 
acuerdos de convocatoria aprobados después de su entrada en vigencia. 
No obstante, posteriormente, el pasado 20 de enero, la misma Comisión 
dejó sin efectos el primer criterio y estableció que “las listas de elegibles 
conformadas por la CNSC y aquellas que sean expedidas el marco de los 
procesos de selección aprobados con anterioridad al 27 de junio de 2019, 
deberán usarse durante su vigencia para proveer las vacantes de los 
empleos que integraron la Oferta Pública de Empleos de Carrera –
OPEC– de la respectiva convocatoria y para cubrir nuevas vacantes 
que se generen con posterioridad y que correspondan a los "mismos 
empleos", entiéndase con igual denominación código, grado, asignación 
básica mensual, propósitos, funciones, ubicación geográfica y mismo grupo 
de aspirantes; criterios con los que en el proceso de selección se identifica 
el empleo con un número de OPEC.”[55].  
 
 



3.6.5. En conclusión, con el cambio normativo surgido con ocasión de la 
expedición de la mencionada ley respecto del uso de la lista de elegibles, 
hay lugar a su aplicación retrospectiva, por lo que el precedente de la Corte 
que limitaba, con base en la normativa vigente en ese momento, el uso de 
las listas de elegibles a las vacantes ofertadas en la convocatoria, ya no se 
encuentra vigente, por el cambio normativo producido. De manera que, para 
el caso de las personas que ocupan un lugar en una lista, pero no fueron 
nombradas por cuanto su posición excedía el número de vacantes 
convocadas, es posible aplicar la regla contenida en la Ley 1960 de 2019, 
siempre que, para el caso concreto, se den los supuestos que habilitan el 
nombramiento de una persona que integra una lista de elegibles y ésta 
todavía se encuentre vigente.1  
 
Por lo anterior, solicito a ese Despacho Judicial concederme las siguientes:  

 
 

P E T I C I O N E S: 
 
PRIMERA: Tutelar los derechos fundamentales al acceso a la carrera 
administrativa, debido proceso, derecho de petición y confianza legítima, 
vulnerados por la Gobernación del Atlántico/SECRETARIA DE 
EDUCACION y la Comisión Nacional del Servicio Civil por las pruebas y los 
motivos expuestos en la presente Acción de Tutela.  
 
SEGUNDA: ORDÉNESE a la Gobernadora ELSA NOGUERA DE LA 
ESPRIELLA y o quien haga sus veces y a la COMISION NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL al momento de la notificación de la presente sentencia, 
que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de la presente 
sentencia, proceda a agotar la lista de elegibles para el cargo OPEC 
identificada con el No. 71531 para el cargo de CONDUCTOR MECANICO, 

código 482, Grado 20, de la Gobernación del Atlántico, ofertado a través del 
proceso de selección 1344 de 2019, territorial 2019 debiendo realizar el 
nombramiento de los siguientes en la lista de elegibles, teniendo en cuenta 
que 1 cargo un cargo de CONDUCTOR MECANICO, código 482, Grado 20, 

fue declarado en vacancia definitiva por muerte de su titular y que este haría 
parte de los deberán usarse durante su vigencia para proveer las 
vacantes de los empleos que integraron la Oferta Pública de Empleos 
de Carrera –OPEC– de la respectiva convocatoria y para cubrir nuevas 
vacantes que se generen con posterioridad y que correspondan a los 
"mismos empleos", entiéndase con igual denominación código, grado, 
asignación básica mensual, propósitos, funciones, ubicación geográfica y 
mismo grupo de aspirantes; criterios con los que en el proceso de selección 
se identifica el empleo con un número de OPEC.”[55].. A la fecha la 
Gobernación del Atlántica /Secretaria de Educación aun no ha procedido a 
realizar mi nombramiento en periodo de prueba teniendo en cuenta que las 
fecha de vencimiento de la lista de elegibles sigue corriendo.  
. 
 

PRUEBAS 
 
 

1º Derecho de petición presentada el día 22  de agosto de 2022.  
2º Respuestas SED del derecho de petición del 05 septiembre del 2022.  
3º Resolución 1447 del 13 de mayo de 2022 

4ºRespuestas SED del derecho de petición del 11 de mayo del 2022(Marcos 

Sierra Acevedo) 



4ºRespuestas SED del derecho de petición del 26 de mayo del 2022(Marcos 

Sierra Acevedo) 

 

4ºSentencia a favor de Marcos Sierra Acevedo 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO: 
 

Artículo 1, 44 y demás derechos fundamentales enmarcados en la C. N., 
Decreto 2591 de 1991 y demás normas concordantes.  

 
 
 

JURAMENTO 
 

Manifiesto bajo la gravedad del juramento que no he iniciado otra acción de 
tutela por los mismos hechos en que se sustenta la presente.  

 
 

NOTIFICACIONES: 

 
Los  accionados reciben notificaciones en el correo electrónico 
atencionalciudadano@atlantico.gov.co y Comisión Nacional del Servicio 
Civil notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co. 

 
El suscrito correo electrónico vamolinaoro@autlook.com y teléfono 
3003569209.  
 
 
Agradeciendo su valiosa atención a la presente solicitud, me suscribo de 
Usted,  
 
 
Cordialmente,  
 

 

DIEGO ARMANDO SALAZAR ARIZA  

C. C. No.1.095.797.184 

 

 


